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TRID'CNAL DE ÉTICA GOBEl~'{A.\:fE~TAL: San Salvador, a fas oace horas de l d[a once de 

abril de dos míl veinticuatTo. 

Mediante resolución de f. 28 este Tribuna l .etectuó requerimientos a los se.ñores 

, denunciantes, relacionados con la 

acreditación de la ca lidad con la que actúan en esta sede y con los bechos denunciados; y 

cranscun ido el plazo concedido para tal efocto, mediante correo e lecl'rónico institt1cioual se 

recibió escrito de la segunda, con la documenmción que adjunta (lf 32 al 35). 

T. La scfiora   expone que: 

fj En la denuncia presentada .. por error, se consi¡,>nó que el seJior 

 y su persona representaban a LL11 colectivo de docentes, cua11do en realidad se quiso 

advertir a este Tribunal que hay más personas que, al igual que ellos, han sido afectadas por el 

hecho denunciado: sio embargo, M representan a estos últimos .. s.ino que actúan en su carácter 

personal. 

iij Los sei'iores  y formaron 

µarre de la Junta Dfrectiva de la Facultad de Cienc ias :>.raturales y Matemática de la Universidad 

de El Salvador (UES), cuya gestión correspondió al período comprendido entre los días 

veinticcbo de octubre de dos mil veintiuno y veintiocho de oct11bre de dos rn iJ veintitrés. 

D icha Ju1lta Directiva emi tió un acuerdo de contratación pe[manente a favor del señor 

 y de su persona -el día ve inticuarro de marzo de dos mil 

veintitrés, "relacionado a cambio de modal idad de contratación de veinticinco profesionales que 

laboran como Coordfoadores de Carrera y Coordinadores de área en el Programa Univers.idad en 

Linea Educación a Distancia, vor coolrato temporal, y pasan a un contrato permanente a p;;utir del 

un.o de marzo de dos mil veintil'rés, en la referida facultad" según se verifica en copia simple de 

transcripción del Acuerdo :--J.º 056-2021-2023 del Consejo Superior Universitario (CSU), 

adoptado en sesión ordinaria ce lebrada el neinta de marzo de dos mil ve inlil'l'és (f 34)-. 

El día treinta de maJ":w de dos mi l veintit rés los setiores  y . 

en su calidad de "Docentes Miembros de fanta Directiva", presentaron recurso de apelación 

contra e 1 referido acuerdo. ante el CS U. 

Esta últi.ma acción - a cr.i terio de la denunciante·- , es antijurídica, en razón que Jos señores 

 y  foanaron paiie del órgano que emitió el aci1erdo contra el que 

recurrieron; asimismo. por cuanto no son titulares de derechos ni tiel)en un interés legicin10 

ind ividual o colectivo é(ue pudiese ser afectado por la adopcióo del mencionado acuerdo. De 

manera que carecen de legitimación procesal para ello. 

En adición a lo anterior, los señores  y  se habrían prevalido 

de. si1 cargo de miembros de la referida Junta Directiva para que el CSU to111ara en cuenta de 

fo rma expedita su recurso de ape lación, contraviniendo lo dispuesto en los artículo.s 3 letra t) - en 

el que sé define la c.orrupción-, 4 letTa h) -principio de legalidad- y 5 letra· c) -deber de 



"Excusarse de intervenir o participar en asuntos en los cuales él. su cónyuge. conviviente. 

parientes dentro del cue1rw grado ·de consanguinidad o segt111do de afinidad o socio, tengan 

algún conflic10 de irilerés", todos ellos, de la Ley de Ética Gubernamental, e 11 Jo sucesivo LEO. 

Por otra parte. en la denuncia presentada se indicó que los señores  y  

: 

i) Al presentar un recurso de apelación de un acuerdo que ellos mismos emitieron,.como 

miembros de la referida Junta Directiva, clemucstrrui un grave conflicto de ultet'és y, por tanto. 

u.na vulne.ración a los principios éticos de imparcialidad, n·auspareocla y responsabilidad, 

establecidos en el artículo 4 letras d), t) y g) de la LEG. 

ii) Con el objeto de presentar el mencionado recrn·so de apelación, se prevalieron de sus 

cargos públicos para sustraer información y datos personales. que gozan de reserva y que. para 

utilizarlos, necesitaban del conseneimiento de sus titulares. En ese sentido, los denunciantes 

consideran que Jos referidos señores vulneraron los datos pe<sonales de veinticinco empleados de 

la UES, pues se inctunplió lo regulado en los artículos 3J, 32 y 34 de la Ley de Acceso a la 

lnformación Pública (LAIP) -que regulan, respectivamente, el de1'ecbo a la protección de datos 

personales: los deberes de los entes obligados al cumplimiento de dicha ley, como responsables 

de la protección de esa clase de datos; y los casos en que dichos ente~ pueden difundir Jos datos 

personales sin consentimiento de su ti tular- . 

O. El principio de legalidad resul ta de suma relevru1cia en el asunto que oos ocupa, por lo 

que a continuación se abordarán algunas reílcxiones coacemicntes a la legalidad de los tipos 

administrativos. para luego hacer una relación de la vinculatoriedad de este principio con la 

primordial füoción que el Tribunal de Ética Gubernamental (TEG), realiza como ente rec(pr de_ la 

ética públ lea. 

Jurísprudencialmente se ha desarrollado el principio de legalidad como Lll1 límite del 

ejercicio del poder público, dándoscle el reconocimiento de ser uno de los pilares mas 

importantes del Estado de Derecho, siendo la tipicidad la dimensión correlativa a la legalidad 

formal o reserva de ley: así se ha eh,-presado que, "{eji princip io de legalidad es un principio 

jimdamental del derecho público conforme al cual todo ejercicio del poder público debería .estar 

svmeiido a la 11olumdd de fa ley - reserva de ley formal. y no a la voluntad o el arbitrio df! sus 

integrantes. Por esra razón, se dice que el p rincipio de legalidad material asegura a los 

destinatarios que sus cond11cit1s no pueden ser sa11cionada1111i110 en Piriud de una ley diclada y 

promulgada con anterioridad al hecho considerado como infi'acción. 1al y como se deriva del 

contenido del art. 15 de fa Constitución. 

( .. .) fija tipicidad como manifeswción de esre mismo principio - legalidad malerial­

exige ia dí!claración expresa y clara en la norma. de los hechos constitutivos de i1¡ji-acción Y .de 

sanción. En la práctica. ello se trcu:/,uce en la imposibilidad de alribuir las consecuencias 

jurídicas de la norma a conductas que no se adecuan con las se.ñaladas en las mismas. En otras 

palabras. no podrá haber sanción si la conducta atribuida al sujeto no p uede ser subsumida en 
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la infracción descrila en la disposición frtgaf - salvo cuando se permite la cofaboraéión 

ragiamenlaria-. 

Por lo wnto, ( ... j se requiere de una ley pte·via al hecho considerado como i1?frc1cción, y 

adem(Js que tamo la infracción como la sanción eslén descritas enjorma exp1·esa. de1erminante y 

clara en fa norma. de modo tal, que aún ame la reconocida fimció,n represora de la 

Administración Pública, si en un supuesto especíjico, la conduc/(/ no es1á reguit1da en forma 

previa. o no esió suficienlemenle descríla la sanción o infracción en e! ordenamfonto jurídico. 

esa competencia sancirmado1·a de la Administración se ve finiiltuia y fe impide éje1:cér el ius 

punümdi del Es.tado. 

De ahí que, por mtmdc110 del principio de 1ipiéidad, o espec!ficidcid legal, se pone un 

límire a la pO!eswd sanclonaloria del Estado a 1ravés de man[íeswcione~' concrews como ( ... ) la 

a1ipiéidad de conductas no con/empladas de forma expresa en el lipo (. .. )" Lsentencia 

pronunciada por la Sala de lo Contencioso i\clministrativo de la Corte Suprema de Justicia (CS.J) 

el l6-Vlll-202 I, eri el proceso referencia 115-2016]. 

<(La Adminis1ració11 Pú1Jfic·a, en apego al principio de legafidcid. debe acll/ar some1ida ai 

ordenamiemojurldico y sólo podrá reciiizar aquellas aclividades que és1e le au1orice o prmnilo. 

Asf lo esta111ye e! w·1. 86. de fa ConsliJución [Cn]: "El poder público emana del p ue,blo. LM 

órganos del Gobierno Jo ejercerán independiemememe den/ro de las respecnvas (lfribuciones y 

c1>mpe1encias que eslabfecen esia Constitución y las leyes (. .. j "» [sentencia pronunciada por la 

Sala de lo Contencioso Administrativo de la CS.I el 25-IV-2022, en el proceso referencia 256-

2017). 

Ello se complementa con el inciso tercero del referido aL1ículo: «Los fi111cionarios de! 

GÚbierno son defcg(1do.1' del p ueblo y no 1ienen más jácultacles que las que expre~umente tes da 

la ley» (sentencia pronunciada por la Sala de lo Contencioso Administrativo de la CSJ e! l 6-IlJ-

2022, e 1l el proceso refcr.encia 324-2011 ). 

La jurisprudencia de la Sala de lo Constitucional de Ja CSJ ha señalado, al respecto, que 

«desde el punto de i:(sw técnico-jurídico y con cw·ác1er otgánico, el conceplO de t11ribución o 

compelencia puede e111enderse como la capacidad com:re{(I que 1iene 1111 de1erminado eme 

es1alai. de .~uer1e que al margen de la tnateria espec{/ica asignada no puede desenvolver s 11 

c1t1ividacl: mlemras que desde un 'cc1r(lcter .tiStemálico. la c11ribució11 o compe/i:mcía consiste en la 

enumeración de una serie de posibilidades de act11ación dadas a un órgano por razón de los 

as11111os que es1ó11 i:t11·i/J11idos de un modo espec{fico. Así, una atribución puede idenl[Íicarse 'como 

la acción o actividad inherenle que por mandato cons1ilucio11al o legal desarrolla un órgano 

esta1c1!. o eme público; es decir, los poderes. atribuciones y .faoul{(ldes conferidas para el normal 

func:io11amienlo y c11mplimie1110 de u,na !abon> (Semencia de inconstit11cionalidad pronunciada el 

3 L ~ VIII-2001 , en el proceso referencia 33i37-2000Ac). 

''Ei Tribunal de É1ica Gubernamenwl. como histillición de derecho público y e/1/e recior 

de la 'ética pública, se encuentra vinculado por razón del principio de legalidad a ceí'íir sus 

3 



ac111acio11es estriclamen/e a lo preceplllado por la ley de la materia (. .. ) " [sentencia referencia 

115-2016 supra cit]. 

En annonía con los citados mandatos constitucionales. principio de legalidad y 

jurisprudencia. el articulo 80 del Reglamento de la Ley de Ética Gubernamental (RLEG) 

establece como causales de improcedencia de Ja denuncia o aviso que el hecho "bj ( ... ] no se 

pe1:file co1110 transgresión t1 los deberes o p1·ohibiciones éticos ··, regu lados en los artíeuJos 5. 6 y 

7 de la Ll30 y que "dj [. . .] sea de competencia exclusiva de otras ins tituciones es1C1tales ". 

111. En el caso parLicular. los dcnunciames. en esencia. exponen que es ·•antijuridica .. la 

acción de los señores  y  de presentar 

un recurso de apelación conrra un acuerdo adoptado por la Junta Directiva de la Facultad "de 

Ciencias Naturales y Matemática de la UES. porque ellos mismos integraron ese órgano y no son 

titulares de derechos o intereses legítimos, individuales o colectivos. que pudiesen ser afectados 

por Ja adopción del mencio11ado acuerdo. de 111odo que carecen de legitimaciún - para intervenir 

e11 su impugnación- . 

Al respecto. se advierte que cslos hechos objeto ele denuncia se refieren a la legalidad de 

la interposición del a ludido recurso por parle de los referidos señores. sin embargo, es preciso 

referir que ello excede Ja competencia ele este cuerpo colegiado, que circunscribe sus actuaciones 

únicamente al control de los supuestos que se establecen en los arlículos 5. 6 y 7 de la LEG. 

Por otra parte, los denunciantes refieren que. con Jos hechos descritos, los señores  

 y  habrian demostrado un grave conflicto de interes y se habrían prevalido 

de su cargo de miembros de la referida Juma Directiva para que el CSU "tomara en cuenta'' de 

fom1a expedita su recurso. co11traviniendo lo dispuesto en el articulo S letra e) de la LEG, es 

preciso aclarar que el an ículo 3 Jctra j ) ele la LEG define e l conflicto do i1llcrescs como "Aquellas 

situaciones en que el interés personal del servidor público o .rus purientes dentro del cucirlo 

grado de G"Cmsanguinidady ~egundo de qfinidcid. entran en pugna con el interés público", 

Atendiendo a esta definición y a que en los hechos planteados no se a<lviencn indicios de 

que los intereses personales de los señores  y  o de sus parientes. 

dentro de los grados relacionados. habrían enLrado en pugna con los intereses públicos -en 

particular. porque los denunciantes señalan que dichos señores carecen de derechos o intereses 

lcgilimos. individuales o colectivos. que pudiesen ser afectados por la adopción del citado 

acuerdo- . no se perfilan elementos de una posible infracción al deber ct ico rcgulodo en el anículo 

5 letra e) de la LEG. 

Además. respecto a la st1pucsm conlravcnción a los principios éticos ele imparc ialidad, 

trnnsporcncia. responsabilidad y lcgal iclad. regulados en d artículo 4 letras d), f). g) y h) de la 

LEO. respectivamente, a partir de los hechos relacionados, es necesario <tc larnr que la aludida 

no1mativa establece una serie de principios atribuidos a la Ética Pública, los cuales deben regir el 

actuar de iodos aquellos servidores que forman parte de la Administración Pública. Sin embargo. 

estos principios poseen una estructura abierta e indeterminada. cuya proposición no está formada 
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por un supuesto de hecho al que se le pueda atribuir u.na co.nsecue11cin jurlclica, como sí están 

compuestas l;1s conductas Lipi licadas por los artículos 5, 6 y 7 de In LJ::O. 

De tal manera. en resolución de l 04-04-20 l 9 pronunciada en el procedimiento referencia 

191-D-17, este Tribunal sostuvo que "Los principios de la ética pública son pos/11/ados 

normativos de namra!eza abstrc1c1a que es1ablece11 lineamientos para el desempeño ético en la 

jimción pública y co11sti11.1yen una guía para la ttp!icación de la ley ele la maier/a pero no son 

objelo da contrtil directo de este Tribunal, p ues su compelencia se limita al inc11mplimie1110 de 

los deberes y prohibiciones éticas". Por tanto. pnra poder conocer un supuesto de hecho en el 

pr?cedimicnto sancionatorio, el hecho denunciado no solo debe constituir una transgresión a los 

principios de ética pública, sino U1mbién -a fo1 de atribuirle una consccl1Cncia jurídica- debe csíar 

vinculado a cualquiera de Jos deberes y prohibiciones regulados en la LGG. 

Esto es así, ya que si bien los principios regulados en el :1rticulo 4 de la LEG tienen 

referencia directa y llenan de contenido a las conductas contrarias a la ética pública -reguladas en 

los articulas 5, 6 y 7 de la LDG- , esros no constituyen un parámetro normativo para la 

calificación de conducU1ti amiéticas; ya que consiiwycn mandatos vinculantes para los sujetos 

sometidos a la Ley, pero de reali7,ación relativa. es decir, que pertenecen al ámbito deontológico 

o del "'deber ser"·: sin embargo. su inobservancia se encuentra tutelada a través de las 

consecuencias jurídicas csrablecidas para las conductas tipificadas por la LEG. donde encuenrran 

conexión. Por tal razón, el hecho denunciado debe o·ansgrccli r además de principios, 

necesariamente un deber ético o prohibición. 

Finalmente, sobre la presunta vulneración a datos personales de veinticinco empleados de 

la _CES e incumplimiento de lo regulado ea los articulos 31, 32 y 34 de la LAfP, atribuida a los 

denunciados, por cuanro los habrían sustraido con el objeto de prcscotar el mencionado recurso 

ele apelación. es necesario indicar que dicba co11clucra tampoco es competencia de esre Tribunal 

por cuanto trasciende el marco élico relacionado: además, se refiere a la posible infracción a la 

custodia de información que. conforme al anículo 24 letra e) de la LAIP es confidencial. siendo 

el ente administrativo facultado para conocer sobre el lo el Instituto de Acceso a la Información 

Pública pues, conforme al el artículo 58 letras a). b) y e) de lt1 L/\IP, esa entidi1d tiene las 

atribuciones ele velar por Ja correcta aplicación de dicha ley; garantizar la protección de la 

información personal; conocer y resolver el procedimiento sancionatorio que le compete tramirar 

por infracciones a ese mismo cuerpo normativo. 

En definitiva. Jos hechos expuestos en la denuncia son atípicos respecto a los deberes y 

prohibiciones éticos regulados en la LEG, y exceden del ámbito de competencia que el legislador 

le ha asignado a este Tribunal, por lo que está inhibido de conocerlos pues, de lo conm1rio, se 

es~aria quebrantando el principio de legalidad al que hemos hecho referencia, el cual tiene dentro 

de sus propósitos la protección del valor scgi.iridad jurídica, constituyéndose así en una forma de 

probibición de lo arbi trariedad, de modo que todas las actuaciones ele la Admirlistración Pública 

deben regirse por lo preceptuado por el citado principio, considerando wmbién el hecho que la 
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tipificación de conductas y establecimiento de sanciones son creación del legislador, mas no de la 

autoridad administrmiva, pues esta última lo que realiza es ún icamente su aplicación. como 

manifestación de l respeto a la legalidad y a la seguridad jurídica. 

Debe aclarnrse que la imposibilidad. por parte de este Tribunal, de comrolar las conductas 

plameadas no significa una dcsprotección de los bienes jurídicos que pudieran verse 

comprometidos. si no únicamente que deberán ser otras instancias las que, dentro de sus 

competencias. evalúen y determinen las responsabilidades que correspondan. 

Por tanto. en virtud de las consideraciones expuestas y con base en los artículos 1. 2, 5, 6 

y i de Ja Ley de l~ti ca Gubernamental, y 80 letras b) y d) de l Reg la111e1uo de dicha ley. este 

Tribunal R.ESUEL VE: 

Declárase improcedente la denu11cia presentada por los señores  

 e . por los hechos y motivos expuestos en el considerando 111 de 

la presente resolución. 

Notíjiq1.1l!se. 
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La presente resolución en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter 
confidencial. En ese contexto es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal sentido, 
conforme al criterio de la 21-20-RA-SCA del 16/11/2020 y lo establecido en el artículo 30 de la LAIP, se 
extiende la versión pública:




